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León, Guanajuato, a 22 veintidós de febrero del año 2018 dos mil dieciocho. 
V I S T O para resolver el expediente número 0145/2014-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del TESORERO MUNICIPAL, DEL PERITO VALUADOR JOSÉ ALFREDO BLANCARTE REYNA, DEL COORDINADOR DE CATASTRO (…) Y DEL NOTIFICADOR QUE REALIZÓ EL AVALUO IMPUGNADO, todos del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:
Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 28 veintiocho de marzo del año 2014 dos mil catorce, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, impugnando la notificación de fecha 20 veinte de diciembre del año 2013 dos mil trece, con número de folio (…) y el Avalúo con folio número (…), realizado al predio (…) de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 02 dos de abril del año 2014 dos mil catorce, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales exhibidas a la misma, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento  procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie.
Contestación de demanda y admisión de pruebas.
TERCERO.- El 25 veinticinco de abril del año 2014 dos mil catorce, el Tesorero Municipal, el Coordinador de Catastro y el Perito Valuador presentaron por separados escritos de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 30 treinta del mismo mes y año, se les tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de admisión de la demanda y las exhibidas en su contestación, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que les beneficie; y, se tuvo por no contestando la demanda al Notificador que realizó la notificación del avalúo impugnado; señalándose además fecha y hora para audiencia de alegatos. . . . . . . . 
Objeción de documentos.

CUARTO.- El 09 nueve de mayo del año 2014 dos mil catorce, el autorizado de la parte actora presentó una promoción objetando los documentos admitidos a las demandadas; y, por auto del día 14 catorce del mismo mes y año, se le tuvo objetando en cuanto su alcance y valor probatorio la documental admitida a las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Celebración de la audiencia de alegatos.
QUINTO.- El 02 dos de junio del año 2014 dos mil catorce, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, en la que se les hizo saber que la sentencia se emitiría una vez que las labores del Juzgado lo permitieran. . . . . . . . . . 

Solicitud de designación de autorizada.

SEXTO.- El 04 cuatro de noviembre del año 2014 dos mil catorce, la autorizada de la parte actora presentó una promoción señalando como autorizada para oír y recibir notificaciones a una pasante en derecho; y, por auto del día 07 siete del mismo mes y año, se le tuvo por no acordando de conformidad su petición. 
Señalamiento de correos electrónicos.
SÉPTIMO.- El 22 veintidós de enero del año 2015 dos mil quince, la autorizada de la parte actora presentó una promoción; y, por auto de fecha 27 veintisiete del mismo mes y año, se le tuvo señalando nuevo correo electrónico para oír y recibir notificaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Petición de dictado de sentencia.

OCTAVO.- El 06 seis de julio del año 2015 dos mil quince, la autorizada de la parte actora presentó una promoción solicitando se dicte sentencia; y, por auto del día 09 nueve del mismo mes y año, se acordó que se emitiría sentencia una vez que las labores del Juzgado  lo permitieran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Suspensión de los actos impugnados.

NOVENO.- El 22 veintidós de septiembre del año 2015 dos mil quince, la autorizada de la parte actora presentó una promoción solicitando la suspensión del acto impugnado; y, por auto del día 25 veinticinco del mismo mes y año, se le concedió la suspensión del acto impugnado, por lo que en este momento se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso por impugnarse actos fiscales imputados al Tesorero Municipal, al Coordinador de Catastro y al Perito Valuador, todos de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que analizando de manera integral la demanda y sus anexos se determina que la parte actora impugna el Avalúo (…) de fecha 02 dos de mayo del año 2013 dos mil trece, practicado al inmueble ubicado en  (…) esta ciudad, que fija el nuevo valor fiscal en la cantidad de $3´136,500.00 (tres millones ciento treinta y seis mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional); y, la notificación de los resultados del referido avalúo que consta en el oficio folio (…) de fecha 20 veinte de diciembre del año 2013 dos mil trece. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Y, la existencia de los actos impugnados, se encuentra acreditada en autos de esta causa fiscal, la del primero con el original del referido avalúo y la del segundo con el original del aludido oficio; documental que obra en el sumario. . . . . . 
Causales de improcedencia y excepciones.

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades en su contestación de la demanda, aducen que se actualizan las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa [transcribe lo conducente]; expresa que la fracción I, se configura, en razón de que el avaluó y notificación combatidos se practicaron con absoluta legalidad, en observancia a la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por ende, no vulneran interés jurídico alguno del impetrante; y, expresa que la fracción VI, se configura, en virtud de que al no causar perjuicio alguno, no existe en consecuencia acto susceptible de impugnarse, esto es, el acto reclamado en el escrito de demanda es inexistente. Bajo ese contexto se procede a analizar por separado cada una de estas fracciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 citado, NO SE ACTUALIZA, en mérito de que el acto combatido transciende a la esfera de derechos de la parte impetrante, por las razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La causal  de  improcedencia  prevista  en  la  fracción VI del artículo 261, la misma NO SE ACTUALIZA, en razón de que el acto impugnado se encuentra acreditado en términos de lo expresado en el considerando que antecede. . . .  . . . . 

Asimismo, las autoridades en su escrito de contestación de demanda oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La defensa que deriva de la fracción I y VI del artículo 261 del mencionado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, expresada en el sentido de que  la parte actora carece de derecho para demandar y no se le afecta sus intereses jurídicos, en supralíneas se abordaron como causales de improcedencia del proceso fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

La excepción Non Mutatio Libelli, para el efecto de que una vez desahogada la etapa de contestación de demanda, las posibles modificaciones no sean consideradas, se estima que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que el citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, permite modificar la materia litigiosa, cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la ineficacia de las causales de improcedencia y de las excepciones y defensas analizadas, además que de autos no se advierte la actualización de alguna de las previstas en el citado artículo 261, por ende, lo procedente es entrar al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . .  . . . . . 

Análisis de los conceptos de impugnación.

CUARTO.- Que la parte actora en el escrito inicial de demanda, alega lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
1. En   el  primer  concepto  de  impugnación  alega  que  la  ley  indica  el 
procedimiento que deberá seguirse para la realización de los avalúos y uno de esos requisitos lo contempla el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios, el cual señala: “La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.”. Situación que ha dejado de cumplirse y le causa agravio, toda vez que no se apegó a las formalidades establecidas por este artículo, al no existir orden escrita por la Tesorería Municipal en la que se ordene la práctica del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
2.- En el segundo concepto de impugnación alega que le causa agravio el incumplimiento del artículo 177 de la citada Ley de Hacienda, el cual establece algunos de los requisitos para la realización de los avalúos que sirven de base para determinar el impuesto predial: “En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los  peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.”. Formalidad que no se respetó, ya que en ningún momento el perito se presentó en el inmueble, no mostró la orden respectiva para realizar el avalúo combatido conformo a ese precepto normativo. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- En el cuarto concepto de impugnación alega que le causa agravio la inobservancia de lo dispuesto por los artículos 79 y 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato [los transcribe]; que el acto impugnado nunca se le notificó de acuerdo a la ley, que dicha notificación debió haberse realizado de manera personal por ser un acto que puede ser recurrido y es obvio que no se siguieron las formalidades correspondientes a las notificaciones personales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto, las autoridades en su respectiva contestación de la demanda aducen que los conceptos de impugnación son improcedentes; el primero, en virtud de que no le causa perjuicio el avalúo que legalmente se practicó y notificó, como se acredita con las documentales que se adjuntan; el segundo también resulta improcedente, en razón de que se respetaron las reglas esenciales del procedimiento de valuación que regula el ordenamiento legal invocado; y, el cuarto de igual forma resulta improcedente, en virtud de que los actos impugnados se ajustaron a estricta observancia, por ende, debidamente fundados y motivados. .  . . 
Son FUNDADOS estos conceptos de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Estos tres conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que los argumentos lógicos y jurídicos expresados en cada punto, guardan una relación estrecha entre sí y en ambos se expresan razonamientos dirigidos a combatir el nuevo valor fiscal, por la realización del avalúo en contravención a las formalidades establecidas en los artículos 176 párrafo primero y 177 párrafo primero de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el primer concepto de impugnación la parte actora expresa que no existe orden escrita por la Tesorería Municipal en la que se ordene la práctica del avalúo, de donde se desprende que se niega lisa y llanamente la existencia de la orden de valuación, de ahí resulta, que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende, dicha negativa constriñe a las autoridades demandadas a demostrar que se emitió la orden de valuación y que se la dio a conocer al propietario del inmueble materia de la valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, el Tesorero Municipal a fin de desvirtuar dicha negativa lisa y llana aportó al juicio copia certificada por el Secretario del Ayuntamiento de la Orden de Valuación que consta en el Oficio (…) de fecha 25 veinticinco de abril del año 2013 dos mil trece; sin embargo, omite exhibir las constancia de que el actor haya tenido conocimiento antes de la elaboración del avalúo combatido. . . . . . . . . . 
Es por lo anterior, que resulta evidente que estamos frente a un acto fiscal valido -fue emitido por la autoridad fiscal con facultades para ello- pero no eficaz, porque formalmente no fue notificada a su destinario, pues esta característica se adquiere cuando el interesado tiene pleno conocimiento del contenido de la orden de valuación; y, en relación con lo anterior, el artículo 141, fracción  I,  del  Código  de  Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 141.- El acto administrativo será eficaz y exigible:

I.- A partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación legalmente efectuada;”

Luego, es dable concluir que conforme a esta fracción la orden de valuación no surtió sus efectos legales frente a su destinatario, dado que formalmente no fue notificada de manera personal al contribuyente y en el sumario no existe elemento convictivo alguno del que se desprenda que la parte actora haya tenido conocimiento de dicho mandato antes de la elaboración del avalúo impugnado, entonces, ésta no adquirió la característica de la eficacia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, es el caso que el Tesorero Municipal omitió exhibir el acta relativa a la visita física al inmueble materia de la valuación, es el documento que materializa la fase del procedimiento de valuación en la cual el perito hace constar que se identifica y le da a conocer al contribuyente la orden de valuación o la entrega la orden de valuación, formalidad que debe acotarse en esta etapa. . . .  . . . 
Abundando en el razonamiento anterior, es relevante enfatizar que conforme 
a lo estipulado por el artículo 177, primer párrafo, de la referida Ley de Hacienda para los Municipios, se constriñe al o los peritos autorizados en la orden de valuación a que practiquen la visita física al inmueble objeto de valuación, con el fin de estar en posibilidad de actualizar su valor fiscal y fijar la base del impuesto predial, con absoluto respeto de las formalidades establecidas en dicha disposición legal, las que consisten en que el perito: a).- Se presente en el inmueble objeto de la valuación en hora y día hábiles; b).- Se identifique con la documentación correspondiente ante la persona que atienda la diligencia; c).- Muestre a los ocupantes la orden respectiva; y, d).- Levante una acta circunstanciada de la diligencia respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Siendo lo anterior así, el perito autorizado debe documentar la visita física al inmueble materia de la valuación y al inicio de la respectiva diligencia debe hacer constar que mostró, es decir, que entregó la orden de valuación al ciudadano (…), en su calidad de destinatario, o en su caso, a los ocupantes del inmueble visitado, sin embargo, el Tesorero Municipal no justificó este hecho, al no exhibir la diligencia respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo ese contexto, no se cumplieron las formalidad exigida por el artículo 176 párrafo primero de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, toda vez que si bien es cierto que obra en autos la orden de valuación, también lo es, que previamente a la práctica del avalúo impugnado, no se dio a conocer al contribuyente de forma personal dicho mandamiento antes de la elaboración del avalúo; ni se cumplió con las formalidades exigidas por el artículo 177, párrafo primero, de la misma Ley, porque no se llevó a cabo la visita física en el inmueble objeto de valuación. De ahí resulta evidente que en la especie, no se respetaron las formalidades del procedimiento de valuación exigidas por los citados numerales, por ende, las anteriores omisiones constituyen irregularidades que dan origen a la ilegalidad del avaluó impugnado y de sus actos consecuentes. . . . . . . . . 
De este modo, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne 

el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, no satisfizo las formalidades del procedimiento de valuación exigidas en los artículos 176 párrafo primero y 177 párrafo primero de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, el avalúo fiscal impugnado afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, 176 párrafo primero y 177, acápite primero, de la aludida Ley de Hacienda; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal (…) de fecha 02 dos de mayo del año 2013 dos mil trece, que fija la cantidad de $3´136,500.00 (tres millones ciento treinta y seis mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional), como nuevo valor fiscal del inmueble ubicado en (…) esta ciudad, registrado bajo la cuenta predial (…) y de sus actos consecuentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Dentro de los actos consecuentes declarados nulos se encuentran: El oficio (…) de fecha 20 veinte de diciembre del año 2013 dos mil trece, suscrito por el Tesorero Municipal l, a través del cual le notifica al actor los resultados del avalúo combatido; los créditos fiscales por impuesto predial a partir del primer bimestre del año 2014 dos mil catorce; y, el mandamiento de ejecución de fecha 22 veintidós de julio del año 2015 dos mil quince y el acta de embargo, levantada con fecha 10 diez de agosto del año 2015 dos mil quince; ello es así porque los referidos actos se apoyan en el avalúo viciado de origen, el que tiene carácter de acto principal y los demás actos tienen la naturaleza de accesorios, por ende, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto, a la nulidad de los actos consecuencia del avalúo, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los  tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.” 
De esta manera, la nulidad de los actos fiscales consecuencia del avalúo es para el efecto de que la autoridad demandada determine y liquide el impuesto predial a partir del primer bimestre del año 2014 dos mil catorce; al respecto, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 300, fracción V, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, a la parte actora se reconoce el derecho amparado por el artículo 168, acápite tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que consiste en que se le aplique como base de las contribuciones el valor fiscal anterior al fijado por el avalúo impugnado, es decir, el ultimo valor fiscal registrado ante la autoridad fiscal; lo anterior es así, en virtud de que la nulidad de los actos combatidos trae como consecuencia jurídica que las cosas prevalezcan en la misma situación que tenían antes de su emisión. . . 
Estudio innecesario de los demás argumentos expresados.

QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . .  . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo fiscal (…) de fecha 02 dos de mayo del año 2013 dos mil trece, que fija el nuevo valor fiscal de $3´136,500.00 (tres millones ciento treinta y seis mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional), del inmueble ubicado en (…) esta ciudad, registrado bajo la cuenta (…) y de sus actos consecuentes dentro de los que se encuentran el oficio (…) de fecha 20 veinte de diciembre del año 2013 dos mil trece, suscrito por el Tesorero Municipal, a través del cual le notifica al actor los resultados del avalúo impugnado; los créditos fiscales por impuesto predial a partir del primer bimestre del año 2014 dos mil catorce; el mandamiento de ejecución de fecha 22 veintidós de julio del año 2015 dos mil quince; y, el acta de embargo, levantada con fecha 10 diez de agosto del año 2015 dos mil quince, en el entendido de que la nulidad de los actos consecuentes es para efectos, en términos del cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce el derecho amparado por el artículo 168, acápite tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que la autoridad al determinar y liquidar los créditos fiscales por impuesto predial a partir del primer bimestre del año 2014 dos mil catorce, se aplique como base de la contribución el valor fiscal anterior al fijado por el avalúo impugnado, es decir, el ultimo valor fiscal registrado ante la autoridad fiscal;  lo anterior, en términos del cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 05 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . .

ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 22 DE FEBRERO DE 2018, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 0145/2014-JN.

